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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la UNIDAD DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, tuteló el derecho fundamental de petición del señor ADRIÁN GIRALDO ARCILA.
ANTECEDENTES

Dice el señor Giraldo que en el año 2012 y a raíz de la muerte violenta de su padre, y de las amenazas contra su vida y su familia, debió trasladarse de la ciudad de Santa Marta a la ciudad de Pereira; respecto de esa situación rindió declaración ante la Personería Municipal del Santa Marta. Frente a ella, el 7 de mayo del presente año la UARIV le notificó la resolución No. 2013-5400 mediante la cual le negaba la inclusión en el Registro Único de Víctimas, por tal motivo, el día 8 de ese mismo mes y año, interpuso los recursos de reposición en subsidio de apelación, sin que hasta la fecha, los mismos hayan sido resueltos. 
Afirma el accionante que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas desconoce su situación y sus derechos al negarle la inclusión en el RUV, a pesar de que en la actualidad se encuentra en esta ciudad, junto con todo su núcleo familiar, desempleado, sin seguridad social y desprotegido por el Estado. 

Por lo anterior, solicita se le ordene a la UARIV que le dé una respuesta de fondo teniendo en cuenta las pruebas que ha aportado y que demuestran la realidad y veracidad de los hechos victimizantes que lo obligaron a desplazarse y por los cuales tiene derecho a que en su caso se aplique lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación, admitió la demanda tutelar, corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, en providencia fechada el 21 de agosto de 2013, la Juez A-quo decidió tutelar el derecho fundamental de petición del señor Giraldo toda vez que el término consagrado en el Código de Procedimiento Administrativo para resolver los recursos de reposición y apelación se encuentran ampliamente superado en este asunto. De allí que le ordenara a la UARIV que en dentro de las 48 horas siguientes a la notificación, procediera a resolver de fondo los recursos de reposición y apelación que el actor interpusiera contra la resolución que le negara la inclusión en el Registro Único de Población Desplazada. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas a través de su representante judicial, presentó escrito de impugnación oportunamente allegado, en el cual después de hacer una transcripción de las normas que rigen en materia de inscripción en el RUV, solicitó se ampliara el término dado por la primera instancia, por cuanto la entidad para poder resolver debía iniciar un trámite especial en procura de la protección de los derechos tanto del accionante como los del Estado, y por tanto era necesario realizar una nueva valoración, a fin de determinar sí el señor Giraldo Arcila, tiene o no derecho a ser incluido en el RUV, adicionalmente solicita se tenga en cuenta que esa entidad tiene una gran cantidad de solicitudes a espera de ser resueltas. De esa manera solicitó la revocatoria del fallo de primer nivel, atendiendo que ella en ningún momento ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Visto lo obrante en el expediente se tiene que la presente acción constitucional tiene su origen en la omisión por parte de la accionada de resolver de manera oportuna y de fondo los recursos de reposición y apelación interpuestos por el accionante desde el pasado 8 de mayo de 2013, contra la resolución que le negó la inscripción en el Registro Único de Víctimas. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que le ordenó a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, resolver de fondo los recursos interpuestos por el señor Giraldo, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo de primer nivel, contra la resolución que le negó la inclusión en el Registro Único de Víctimas. 
El artículo 23 de nuestra Carta Magna establece: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 

En el caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, el solicitante el 8 de mayo de 2013 presentó recurso de reposición y de apelación en contra de la resolución No. 2013-50400 del 5 de abril de 2013 y notificada al actor el 5 de mayo de ese mismo año, mediante la cual la UARIV le negó la inclusión en el Registro Único de Víctimas –RUV-,  sin embargo a la fecha de presentación de esta tutela y pasado más de dos meses, dichos recursos no han sido resueltos a pesar de que la Ley 1437 de 2011 en su artículo 86 establece como tiempo máximo para su resolución dos meses, sin que exista una justificación legal que explique la demora, por cuanto sí la entidad accionada consideraba que debía recolectar pruebas adicionales a las presentadas o recolectadas con la petición inicial, para resolver los mencionados recursos, debió proceder a decretarlas tal como lo estipula el artículo 79 del Código de Procedimiento Administrativo, pero ello no sucedió así. 
De acuerdo a lo anterior, es evidente la vulneración del derecho fundamental del accionante por parte de la UARIV, razón suficiente para confirmar la decisión de primer grado. Ahora bien, para decidir sobre la viabilidad de conceder el plazo solicitado para cumplir lo ordenado, debe la Sala considerar no sólo lo dicho con antelación, sino también lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 158 de la Ley 1448 de 2011 donde se dijo: 

“ARTÍCULO 158. ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS. (…)
Deberá garantizarse que una solicitud de registro sea decidida en el menor tiempo posible, en el marco de un trámite administrativo ágil y expedito, en el cual el Estado tendrá la carga de la prueba.
En toda actuación administrativa en la cual tengan interés las víctimas tienen derecho a obtener respuesta oportuna y eficaz en los plazos establecidos para el efecto, a aportar documentos u otros elementos de prueba, a que dichos documentos sean valorados y tenidos en cuenta por las autoridades al momento de decidir.”
Así las cosas, y como se viene diciendo, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas no ha dado cumplimiento a los postulados que debe observar en las actuaciones administrativas referentes a la inscripciones de personas en el Registro Único de Víctimas, y pretende pidiendo para ello la anuencia del Juez de tutela, continuar vulnerando derechos como los aquí reclamados, bajo la excusa de que tiene una gran cantidad de solicitudes por resolver, cuando lleva aproximadamente tres meses sin resolver por lo menos la reposición, a pesar de que para la fecha ambos recursos ya deberían estar resueltos. Adicionalmente y teniendo en cuenta que para este momento ya ha pasado más de un mes desde que la Juez Cuarta Penal del Circuito local, emitió su orden, considera la Colegiatura que no existe razón para ampliar el plazo allí concedido para resolver sobre los recursos interpuestos por el libelista.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira el día 21 de agosto de 2013, en cuanto a la protección del derecho fundamental de petición del señor ADRIÁN GIRALDO ARCILA. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ

Secretario
� Corte Constitucional. Sentencias T-1089 y T-1160A de 2001.


� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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